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Contrariamente a lo que preveía la Constitución de 1961, la nueva 
Constitución de 1999 regula expresamente tres formas generales de 
terminación del mandato del Presidente de la República que son: en 
primer lugar, el vencimiento del período constitucional presidencial; en 
segundo lugar, cuando se produzca la falta absoluta del Presidente de la 
República en los casos de sometimiento a enjuiciamiento penal, aban-
dono del cargo, revocación popular del mandato, destitución, incapa-
cidad física o mental, renuncia o muerte; y en tercer lugar, la cesación  
del mandato decidida por una Asamblea Nacional Constituyente. 

Estas notas tienen por objeto analizar esas diversas formas posi-
bles de terminación del mandato del Presidente de la República, los 
principios que las rigen, y los requisitos que deben cumplirse para su 
ejecución. 

I. EL VENCIMIENTO DEL PERIODO CONSTITUCIONAL 

De acuerdo con la Constitución de 1999 el período presidencial es 
de seis años (art. 230). 

El Presidente Hugo Chávez Frías fue electo inicialmente el 6 de di-
ciembre de 1998, por un período de 5 años conforme a la Constitución 
de 1961 (art. 135), el cual vencía en enero de 2004. 
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Con motivo del proceso constituyente desarrollado en 1999 y lue-
go de aprobada popularmente la Constitución de 1999 (15-12-99), en el 
Régimen de Transición del Poder Público que dictó la Asamblea Na-
cional Constituyente el 22-12-99, se estableció que el Presidente de la 
República Hugo Chávez Frías, que había sido electo un año antes, con-
tinuaría en el ejercicio de sus funciones hasta tanto se produjera la elec-
ción de un nuevo Presidente mediante comicios populares (art. 16). A 
tal efecto, la Asamblea Nacional Constituyente dictó el Estatuto Electo-
ral del Poder Público de 30-1-2000 y decretó la realización de las elec-
ciones de los titulares de los órganos del Poder Público para el 28-5-
2000. 

Después del fracaso de la llamada “megaelección” prevista para el 
28 de mayo de 2000, el 30-7-2000 se produjo la elección, de nuevo, de 
Hugo Chávez Frías como Presidente de la República, esta vez por un 
período de 6 años conforme lo establece la nueva Constitución.  

Ahora bien, la Constitución precisa, además, que el Presidente de-
be tomar posesión de su cargo el 10 de enero del primer año de su pe-
ríodo constitucional (art. 231) (presumiendo que las elecciones se reali-
zan en diciembre del año anterior), se planteó la duda respecto de la 
fecha de inicio del nuevo período del Presidente Chávez, en el sentido 
de determinar si los 6 años se comenzaban a contar a partir del 10 de 
enero de 2000 o del 10 de enero de 2001. 

Se sometió el asunto a interpretación constitucional por parte del 
Tribunal Supremo de Justicia cuyos Magistrados habían sido designa-
dos por la Asamblea Nacional Constituyente en el mismo Decreto del 
Régimen de Transición del Poder Público de 22-12-99; y la Sala Consti-
tucional de dicho Tribunal, como era de esperarse y había sido anun-
ciado previamente hasta por el propio Presidente de la República, en 
sentencia Nº 457 de 5-4-2001 interpretó que el período presidencial de 6 
años del Presidente Chávez había comenzado el 10-1-2001, es decir, 
seis meses después de su juramentación en la Asamblea Nacional el 19-
8-2000 luego de su elección el 30 de julio de 2000 y tres años después 
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de su primera elección de diciembre de 1998, período que termina el 
10-01-2007. 

En todo caso en las elecciones que deben ocurrir en diciembre de 
2006, el Presidente puede presentar su reelección, por una sola vez, pa-
ra un nuevo período (art. 230). 

El primer escenario de la salida del Presidente de la República de 
su cargo, por tanto, es por el vencimiento del período constitucional, 
sea porque no decida ir a la reelección, sea porque sea derrotada su 
candidatura en la votación. 

II.  LA FALTA ABSOLUTA DEL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 

En segundo lugar, también se produce la terminación del mandato 
del Presidente de la República, cuando ocurre la falta absoluta del 
mismo, lo que se puede producir es en las siguientes circunstancias: 
como consecuencia del enjuiciamiento penal;  cuando se produzca el 
abandono del cargo; por revocación popular del mandato; cuando sea 
destituido; por incapacidad física o mental; por renuncia al cargo o por 
muerte. 

1. El sometimiento a enjuiciamiento penal 

El Presidente de la República puede ser enjuiciado penalmente por 
los delitos que cometa, como cualquier ciudadano. 

Sin embargo, para que se lleve a cabo el enjuiciamiento deben 
cumplirse una serie de condiciones que se configuran como prerroga-
tivas del Jefe de Estado. 

Conforme al artículo 266 de la Constitución, corresponde al Tribu-
nal Suprema de Justicia en Sala Plena, declarar si hay o no mérito para 
el enjuiciamiento del Presidente de la República. La solicitud ante el 
Tribunal Supremo corresponde formularla al Ministerio Público (art. 
285,5). En igual sentido se establece en el artículo 377 del COPP. 
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Si el Tribunal Supremo de Justicia decide que hay méritos para en-
juiciar al Presidente, el asunto debe parar a la Asamblea Nacional para 
que autorice el enjuiciamiento (art. 266,2). 

En la Constitución de 1961, esta autorización correspondía ser 
adoptada por al Senado; pero eliminando este en la nueva Constitu-
ción, corresponde ahora a la Asamblea Nacional. Una vez que la 
Asamblea autorice el enjuiciamiento, entonces el Tribunal Supremo 
debe continuar conociendo de la causa hasta sentencia definitiva (art. 
266,2). 

La Constitución de 1999, sin embargo, nada dispone sobre los efec-
tos del enjuiciamiento del Presidente de la República en relación con el 
ejercicio de su cargo. La Constitución de 1961, en la norma que atribuía 
la autorización de enjuiciamiento al Senado, expresamente señalaba 
que “autorizado el enjuiciamiento, el Presidente quedará suspendido 
en el ejercicio de sus funciones” (art. 150,8). Esta suspensión daba ori-
gen a una falta temporal forzosa del Presidente de la República. 

Como se dijo, la Constitución de 1999 nada dispone sobre la nece-
saria separación temporal del ejercicio de su cargo por el Presidente de 
la República una vez autorizado su enjuiciamiento y durante el lapso 
que dure el juicio. Este vacío lo suple, sin embargo el Código Orgánico 
Procesal Penal, el cual regula expresamente la situación al señalar que 
“Cumplidos los trámites necesarios para el enjuiciamiento, el funciona-
rio quedará suspendido e inhabilitado para ejercer cualquier cargo pú-
blico durante el proceso” (art. 380). 

En consecuencia, autorizado por la Asamblea Nacional el enjui-
ciamiento, el Presidente de la República queda suspendido del cargo, 
configurándose dicha situación jurídica como una falta temporal. 

La Constitución dispone que estas faltas temporales del Presidente 
de la República deben ser suplidas por el Vicepresidente hasta por 90 
días, prorrogables por decisión de la Asamblea Nacional hasta por 90 
días más (art. 234). Por tanto, si el proceso se prolonga por más de 90 
días consecutivos, al termino de dicho lapso la Asamblea Nacional de-
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be decidir prorrogarlo o decidir por mayoría de sus integrantes si debe 
considerarse la falta como una falta absoluta (art. 234). Esta falta abso-
luta también se produce en forma automática al vencimiento de la pro-
rroga de los 90 días de la falta temporal, de haber sido acordada. 

Si la situación de falta absoluta, derivada del enjuiciamiento del 
Presidente de la República, se produce durante los primeros cuatros 
años del período constitucional, se debe proceder a una nueva elección 
universal, directa y secreta dentro de los 30 días consecutivos subsi-
guientes. Mientras se elige y toma posesión el nuevo Presidente, el Vi-
cepresidente Ejecutivo (art. 233) se debe encargar de la Presidencia. En 
este caso, el nuevo Presidente una vez que tome posesión del cargo, 
debe sólo completar el período constitucional correspondiente. 

En cambio, si la falta absoluta se produce durante los dos últimos 
años del período constitucional, el Vicepresidente Ejecutivo debe asu-
mir la Presidencia de la República hasta complementar dicho período. 

2.  El abandono del cargo: la conversión de una falta temporal en falta 
absoluta 

La Constitución establece que el Presidente de la República puede 
separarse temporalmente del ejercicio de su cargo. En tales supuestos, 
las faltas temporales las suple el Vicepresidente Ejecutivo (art. 234). 

Una falta temporal puede consistir, por ejemplo, en ausencia por 
enfermedad o por un viaje dentro o fuera del territorio nacional. En el 
caso de ausencias del territorio nacional cuando la falta temporal se 
prolongue por un lapso superior a 5 días consecutivos, entonces re-
quiere de la autorización de la Asamblea Nacional o de la Comisión 
Delegada (art. 235; 187, 17; 196,2). 

Las faltas temporales, como se dijo, sólo pueden tener un lapso de 
90 días. Al termino de dicho lapso, la Asamblea Nacional tiene el poder 
de decidir a prorrogarla por 90 días más, o decidir por mayoría de sus 
integrantes si debe considerarse que hay falta absoluta (art. 234). En 
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este caso se da el supuesto de abandono del cargo declarado por la 
Asamblea Nacional (art. 233).  

También se produce la situación de falta absoluta en forma auto-
mática, cuando concluya la prórroga de 90 días, es decir, cuando la fal-
ta absoluta sea de 180 días. 

En caso de falta absoluta, como se dijo anteriormente, asume el Vi-
cepresidente y debe o no realizarse una elección, según que la falta ab-
soluta se produzca dentro de los 4 primeros años del período constitu-
cional, o con posterioridad (Véase lo indicado en el punto II,1). 

3.  La revocación popular del mandato 

La Constitución de 1999 declara al gobierno de la República como 
democrático, participativo, electivo, descentralizado, alternativo, res-
ponsable, pluralista y de mandatos revocables (art. 6). 

En consecuencia, “todos los cargos y magistraturas de elección 
popular son revocables” como lo dice el artículo 72 de la Constitución; 
constituyendo la revocatoria del mandato de los funcionarios, de la  
esencia del régimen democrático. Se constituye, además como uno de 
los “medios (en lo político) de participación y protagonismo del pueblo 
en ejercicio de su soberanía” (art. 70). 

Ahora bien, la revocatoria del mandato de los funcionarios electos, 
entre ellos del Presidente de la República, sólo puede producirse me-
diante la realización de un referendo revocatorio, que conforme al artí-
culo 72 de la Constitución, el cual se rige por las siguientes reglas:  

Primero, la realización de un referendo revocatorio sólo puede 
efectuarse una vez transcurrido la mitad del período presidencial. En el 
caso del Presidente de la República actual, ello podría ocurrir a partir 
de agosto de 2003.   

Segundo, la solicitud de la convocatoria de un referendo para re-
vocar el mandato del Presidente de la República sólo puede tener su 
origen en una iniciativa popular, respaldada por un número no menos 
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del 20% de electores inscritos en el Registro Civil y Electoral en la Cir-
cunscripción Nacional. Debe señalarse, además, que en ningún caso se 
puede hacer más de una solicitud de revocación del mandato durante 
el período presidencial o para el cual fue elegido el funcionario. 

Tercero, la solicitud se formula ante el Consejo Nacional Electoral, 
a quien compete la organización, administración, dirección y vigilancia 
de los referendos (art. 293, 5). 

Cuarto, al referendo revocatorio convocado deben concurrir, como 
votantes, un número de electores igual o superior al 25% de los electo-
res inscritos en el Registro Electoral. 

Quinto, para que se produzca la revocatoria del mandato de un 
funcionario público, incluido el Presidente de la República, deben vo-
tar a favor de la revocación, un número igual o mayor al número de 
electores que lo eligieron. En este caso, se considera revocado el man-
dato del funcionario y debe entonces procederse de inmediato a cubrir 
la falta absoluta de acuerdo con lo dispuesto en la Constitución (art. 72; 
233). 

Si se trata del Presidente de la República la revocatoria del manda-
to se considera una falta absoluta, en cuyo caso debe procederse como 
se indicó anteriormente (Véase lo señalado en el punto II,1). 

4.  La destitución del Presidente de la República 

Dentro de los supuestos de faltas absolutas del Presidente de la 
República ésta la destitución decretada por sentencia del Tribunal Su-
premo de Justicia (art. 233). 

Esta norma es una innovación de la Constitución de 1999, ya que 
fue sólo en la Constitución de 1858 que se previó la figura de la “desti-
tución” del Presidente de la República (art. 92) pero sin indicar el órga-
no que tenía el poder de decidir la destitución a algún órgano del Po-
der Público. 
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La Constitución de 1999, por otra parte, no indica ni las causales 
de destitución, ni la iniciativa para iniciar un proceso tendiente a la 
destitución. Por ello, tratándose de una sanción, para que el Tribunal 
Supremo pudiera imponer esta pena, sería necesario que previamente 
y mediante Ley, se establezca el delito,  la falta o la infracción que la 
origine (art. 49,6). En todo caso, debe garantizarse al Presidente de la 
República el debido proceso (art. 49). 

La pena de destitución, por supuesto, también se configura como 
una falta absoluta del Presidente de la República, rigiéndose la situa-
ción conforme a los principios antes analizados (Véase lo señalado en 
el punto II,1). 

5.  La incapacidad del Presidente de la República 

El artículo 233 de la Constitución también considera que habría 
una falta absoluta del Presidente de la República, cuanto la Asamblea 
Nacional apruebe la certificación que emita una junta médica designa-
da por el Tribunal Supremo de Justicia, en la cual se determine que el 
Presidente de la República tiene incapacidad física o mental permanen-
te para ejercer el cargo. 

Para que pueda darse este supuesto de falta absoluta, por tanto, se 
requiere: 

Primero, que exista una iniciativa ante la Corte Suprema de Justi-
cia para que esta designe un junta médica para que certifique sobre la 
incapacidad. Nada se indica en la Constitución sobre el número de 
médicos que deben formar la Junta; y sobre quien tiene la iniciativa si 
el Tribunal Supremo puede ejercer esta facultad de designación de ofi-
cio. 

Segundo, luego de que la junta médica certifique la incapacidad 
del  Presidente de la República, ello  debe ser aprobado por la Asam-
blea Nacional. La Constitución nada indica sobre el quórum para esta 
aprobación ni dispone votación calificada alguna. 
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En este supuesto de declaratoria de incapacidad física o mental del 
Presidente, también se produciría una falta absoluta del Presidente de 
la República, en cuyo caso rige lo antes señalado (Véase lo señalado en 
el punto II,1). 

6.  La renuncia del Presidente de la República 

Otra causal que originaría una falta absoluta del Presidente de la 
República es su renuncia al cargo, es decir, la separación voluntaria del 
cargo de Presidente de la República. 

Tratándose de un supuesto de falta absoluta (art. 233), también ri-
gen los principios antes indicados (Véase lo señalado en el punto II,1). 

7. La muerte del Presidente de la República 

El artículo 233 de la Constitución también considera que se produ-
ciría una falta absoluta con la muerte del Presidente de la República, en 
cuyo caso debería procederse como se indicó anteriormente (Véase lo 
señalado en el punto II,1) respecto de las falta absolutas. 

III. LA CESACIÓN DEL MANDATO DEL PRESIDENTE DE LA RE-
PÚBLICA POR DECISIÓN DE UNA ASAMBLEA NACIONAL 
CONSTITUYENTE 

Entre los mecanismos de reforma constitucional, previstos en la 
Constitución los artículos 347 y siguientes, conforme a la experiencia 
de hecho derivada de la Asamblea Nacional Constituyente de 1999, se 
reguló la figura de la Asamblea Nacional Constituyente la cual como es 
sabido, no estaba contemplada en la Constitución de 1961. 

De acuerdo con estas normas, resulta el siguiente régimen relativo 
a tal Asamblea Nacional Constituyente: 

Primero, se declara que el pueblo “es el depositario del poder cons-
tituyente originario”; en consecuencia, no puede haber ningún otro ór-
gano o institución del Estado, ni siquiera una Asamblea Nacional 
Constituyente, que pretenda erigirse en poder constituyente originario, 
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como sucedió con la Asamblea Nacional Constituyente de 1999 (art. 
347). 

Segundo, el pueblo, en ejercicio del poder constituyente originario, 
“puede convocar” una Asamblea Nacional Constituyente con el objeto 
de transformar el Estado, crear un nuevo ordenamiento jurídico y re-
dactar una nueva Constitución (art. 347). Esta convocatoria sólo puede 
hacerla “el pueblo”, y este sólo puede expresarse mediante una vota-
ción popular, en este caso mediante un referendo decisorial cuyas con-
diciones de realización, sin embargo, no están reguladas totalmente en 
la Constitución. 

Tercero, “la iniciativa  de convocatoria a la Asamblea Nacional 
Constituyente” la pueden tener, en primer lugar, el Presidente de la 
República en Consejo de Ministros; en segundo lugar, la Asamblea Na-
cional, mediante acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes; 
en tercer lugar, los Concejos Municipales en Cabildo, mediante el voto 
de las dos terceras partes de los mismos (existen 338 Municipios 
aproximadamente) y en cuarto lugar, el 15% de los electores inscritos 
en el Registro Civil y Electoral (art. 348) (aproximadamente 1.5 millo-
nes). 

Debe entenderse que, en este caso, se trata de la iniciativa para la 
convocatoria del referendo decisorio para que el pueblo se pronuncie 
sobre la convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente. El refe-
rendo decisorio, por tanto, debe contener las bases del estatuto de la 
Asamblea cuya elección deberá convocarse, de resultar positivo la vo-
tación en el referendo. No tendría sentido interpretar de esas normas 
que se pueda convocar una Asamblea Nacional Constituyente al mar-
gen del pueblo. 

Cuarto, “los poderes constituidos no podrán en forma alguna im-
pedir las decisiones de la Asamblea Nacional Constituyente” (art. 349).  
Esto implicaría, por tanto, la posibilidad de que la Asamblea Nacional 
Constituyente pueda decidir la cesación en el ejercicio de su cargo del 
Presidente de la República y de todos los otros titulares de los poderes 
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constituidos, como ocurrió de facto, con la Asamblea Nacional Consti-
tuyente de 1999.  

Quinto, la nueva Constitución que adopte la Asamblea, no puede 
ser objetada por el Presidente de la República y la nueva Constitución 
una vez promulgada debe publicarse en la Gaceta Oficial (art. 349). No 
se dispone en la Constitución que la nueva Constitución deba ser so-
metida a referendo aprobatorio. 

En consecuencia, estableciéndose que los poderes constituidos en-
tre ellos el Presidente de la República, no pueden en forma alguna im-
pedir las decisiones de la Asamblea Nacional Constituyente, una de 
esas decisiones podría ser precisamente, la cesación del mandato de los 
órganos de los poderes constituidos. Por ello, esta podría ser otra for-
ma de terminación del mandato del Presidente de la República. 
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